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                                                                      Acta de Aprobación No. 379
                                                                      Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS 

Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó a la Gerente Regional de CAFESALUD EPS-S -Dra. VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA-, y al Gerente Nacional de la misma entidad -Dr. MAURICIO CASAS MALDONADO QUICENO-, por no atender el cumplimiento del fallo de tutela proferido a favor de la señora LUZ ÁNGELA URIBE PÉREZ. 

2.- ANTECEDENTES 

2.1.- En enero 02 de 2012 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en condición de juez constitucional de primer grado, tuteló los derechos a la salud, a la vida, y a la dignidad humana de la señora LUZ ÁNGELA URIBE PÉREZ, dentro de la acción de tutela presentada por ésta contra CAPRECOM, a consecuencia de lo cual dispuso: “[…] se ordena a la EPS-S CAPRECOM de Pereira, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este proveído, a la señora LUZ ÁNGELA URIBE PÉREZ le sea suministrado el medicamento llamado CEUMID x 500 mg, en la dosis y cantidad prescrito por el médico tratante. Así mismo se ordena que la atención en adelante deberá ser integral, de manera ágil, eficaz, adecuada, oportuna y eficiente, es decir, deberá la EPS-S CAPRECOM suministrar todo medicamento, tratamiento, procedimiento, hospitalización, cirugía, insumo, aditamento[…]”. Dicha determinación fue confirmada parcialmente por esta Sala en sentencia de febrero 29 de 2012, toda vez que se revocó lo atinente al recobro.
2.2.- La accionante mediante escrito de febrero 08 de 2016 informó al despacho que por parte de CAFESALUD EPS-S, entidad que le fue asignada para la prestación de los servicios médicos luego de la liquidación de CAPRECOM, no ha asumido el cumplimiento de lo ordenado en el fallo de tutela.  

2.3.- El juzgado por auto de febrero 09 de 2016 dispuso requerir al Presidente de CAFESALUD  EPS -Dr. MAURICIO CASAS MALDONADO- para que en su calidad de superior de la directa obligada hiciera cumplir la sentencia e iniciara el respectivo trámite disciplinario; igualmente, dispuso comunicar a la Administradora de Agencia de CAFESALUD EPS-S -Dra. VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA-, para que acatara la orden impartida por el despacho.
2.4.- En atención a que dichos funcionarios no se pronunciaron al respecto, mediante proveído de febrero 25 de 2016 se decretó la apertura del incidente, al cual se vincularon la Administradora de Agencia de CAFESALUD EPS –Dra. VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA-, y el Presidente de CAFESALUD  EPS -Dr. MAURICIO CASAS MALDONADO-, a quienes se concedió traslado por tres días para que expusieran las justificaciones del caso y aportaran pruebas.

2.5.- Luego de surtido el trámite de Ley, el Juzgado en decisión de marzo 22 de 2016 sancionó por desacato a la Administradora de Agencia de CAFESALUD EPS-S –Dra. VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA-, y al Presidente de la misma entidad -Dr. MAURICIO CASAS MALDONADO-, con 10 días de arresto y multa de 1 s.m.l.m.v., para cada uno.

2.6.- En abril 19 de 2016 se recibió escrito suscrito por la Administradora de Agencia de CAFESALUD -Dra. VICTORIA EUGENIA ARISTIZABAL MARULANDA-, en el cual solicitó decretar la nulidad de lo actuado desde la apertura del trámite incidental, toda vez que no se efectuó en debida forma la individualización respecto de uno de los responsables de acatar el fallo, esto es, el Presidente de esa entidad, por cuanto el vinculado y sancionado, Dr. MAURICIO CASAS MALDONADO, es una persona ajena a esa EPS-S.
3.- CONSIDERACIONES 

Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del incidente de desacato que adelantó el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital. 
Es de recordar que para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su acatamiento, los motivos por los cuáles no ha cumplido, y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder efectuar lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política.

Aprecia esta Sala que en el presente caso de manera inicial se enteró al Gerente General -entiéndase Presidente- de CAFESALUD EPS-S, como superior jerárquico de la encargada de acatar lo dispuesto en el fallo de tutela, para que efectuara los trámites respectivos con miras a lograr la observancia de la sentencia judicial e iniciara el correspondiente proceso disciplinario, y se requirió a la directa obligada, esto es, a la Administradora de Agencia de CAFESALUD EPS -Dra. VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA-, para que observara lo ordenado por el despacho. Posteriormente, al persistir el incumplimiento, se procedió a abrir el incidente contra ambos funcionarios, quienes finalmente fueron sancionados.

De acuerdo con lo anterior, podría pensarse que el procedimiento adelantado se encuentra ajustado a los lineamientos establecidos
 para dicho trámite; no obstante la Sala aprecia una irregularidad que no permite avalar la sanción impuesta, y por el contrario obliga a decretar nula la actuación, para que la misma sea subsanada. Se trata de lo siguiente:
Como bien lo indicó la Administradora de Agencia de CAFESALUD, el Dr. MAURICIO CASAS MALDONADO no era el Presidente de esa entidad para el momento en que se hizo el primer requerimiento ni tampoco para cuando se abrió formalmente el incidente, ya que no hace parte de esa entidad. La Corporación tiene conocimiento que hasta el mes de febrero de 2016 estuvo en dicha posición el Dr. GUILLERMO ENRIQUE GROSSO SANDOVAL, y luego fue encargado provisionalmente del mismo durante el mes de marzo el Dr. ANDRÉS LOMBANA CHICA, pero a partir de abril fue designado como nuevo Presidente el Dr. CARLOS ALBERTO CARDONA, quien se encuentra actualmente en ese cargo.
Así las cosas, la falencia que se reprocha conlleva una violación sustancial al debido proceso y transgrede las formas propias del procedimiento establecido, por cuanto fue requerido, vinculado y finalmente sancionado un ciudadano que no tiene ninguna relación laboral con la entidad encargada de dar cumplimiento a lo ordenado por el juez de tutela, y en consecuencia no estaba obligado a acatar la decisión. 

Ahora, el funcionario que para esta fecha funge como Presidente de CAFESALUD, hasta el momento no ha sido enterado al respecto, y por tanto tampoco podría ser objeto de sanción alguna, ya que previamente se le debe requerir para que tenga la oportunidad de cumplir con lo dispuesto y ejercer su derecho de defensa, y en caso de no ser así vincularlo en debida forma a la presente actuación.

Acorde con lo anterior, se hace imperativo declarar la nulidad de lo actuado a partir del auto de febrero 09 de 2016, por medio del cual se dispuso efectuar el requerimiento previo del incidente, para que la actuación se ajuste a los lineamientos establecidos en el Decreto 2591/91.

 ANOTACIÓN FINAL

En atención a la decisión adoptada por el a quo, por auto de febrero 9 de 2015, donde de manera respetuosa se aparta de los lineamientos que ha fijado esta Corporación, en relación con el requerimiento previo a la apertura formal del incidente de desacato, al hacerlo de manera directa al superior jerárquico del funcionario encargado de cumplir con la acción constitucional, considera esta Corporación que, por el contrario, es el funcionario judicial quien da una lectura equivocada a lo ordenado en el canon 27 del Decreto 2591/91.

Así se afirma porque como es sabido, en muchos casos transcurren varios meses e incluso años entre la sentencia constitucional y la solicitud de incidente de desacato, con lo cual no puede pretenderse que el superior haga cumplir la orden cuando el directo obligado a acatarla no tiene conocimiento del trámite incidental. Es lógico en consecuencia disponer que una vez enterado el directo obligado y de persistir el incumplimiento, ahí sí se proceda a comunicar a quien le sigue en jerarquía para lo pertinente. No se trata de un requisito impuesto -como así lo argumenta el a quo- y que dilata el procedimiento, porque como es sabido, el fin del incidente no es el de imponer sanciones, sino buscar la observancia del fallo de tutela y, por ende, se debe garantizar en todo momento la posibilidad de que los involucrados así lo hagan.
No sobra aclarar además, de conformidad con lo decantado jurisprudencialmente, que el término con el que cuenta el funcionario judicial para adoptar la decisión respectiva se contabiliza a partir del auto por medio del cual se da apertura formal al incidente y su plazo no debe superar los diez días, por lo cual el trámite anterior a esa apertura al que alude el inciso 2º del art. 27 Decreto 2591/91 NO CUENTA para esos efectos, amén de tener que excluirse por supuesto los retrasos propios de las comunicaciones que deban surtirse -sea por correo ordinario o electrónico-.

No obstante todo lo indicado, en el presente asunto lo que se observa es que el a quo muy a pesar de argumentar que se separaba de la postura de esta Sala, en esa misma decisión ordenó también comunicar lo pertinente al encargado de cumplir la tutela, situación ésta que incluso había sido admitida por esta Corporación al estimarse que dicho requerimiento previo podía ser efectuado simultáneamente tanto al superior como al encargado de acatar la tutela, como así se hizo.

4.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, DECRETA LA NULIDAD de lo actuado en el presente incidente de desacato, a partir del auto de febrero 9 de 2015 mediante el cual se hizo el requerimiento previo, inclusive, para que el trámite se adecúe de conformidad con lo establecido en la parte  motiva de esta providencia, y lo establecido en el Decreto 2591/91. 

Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ          

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver nota al final de la decisión.
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